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LEY 1278 DE 2009
 

(enero 5 de 2009)
 

Por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno
de la República de Colombia y el Gobierno de la República del
Perú, modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición
firmado el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima,
Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil
cuatro (2004).
 *Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

Ley aprobatoria declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-011/10 de 20 de

enero de 2010, Magistrado Ponente Dr. Juan Carlos Henao Pérez

 
 

El Congreso de Colombia
 
Visto  el  texto  de  los  “Acuerdo  entre  el  Gobierno  de  la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú,
modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado
el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a
los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004), que a la letra dicen:
(Para ser trascrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro
del Instrumento Internacional mencionado).
 
 
 *Nota Jurisprudencial*

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1278-de-2009/


Corte Constitucional

Acuerdo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-011/10 de 20 de enero

de 2010, Magistrado Ponente Dr. Juan Carlos Henao Pérez

 
 

ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PERÚ, MODIFICATORIO DEL CONVENIO
BOLIVARIANO DE EXTRADICIÓN FIRMADO EL 18 DE JULIO DE 1911

 
 

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República del Perú,
 
CONSCIENTES  de  la  necesidad  de  emprender  la  más  amplia
cooperación para la extradición de personas que estén siendo
procesadas o hayan sido condenadas en un proceso penal;
 
OBSERVANDO los principios del respeto de la soberanía y de la
no injerencia en los asuntos internos de cada Estado, así como
las normas y principios del Derecho Internacional; y
 
DESEANDO hacer más efectivos los esfuerzos llevados a cabo por
los Estados en la represión del delito;
 
CONCLUYEN el presente Acuerdo modificatorio, contenido en las
siguientes cláusulas:
 
 

ARTICULO 1
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 1o del

Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

 
Los Estados convienen en entregarse mutuamente, de conformidad
con  lo  que  se  estipula  en  este  Acuerdo,  las  personas
investigadas,  procesadas  o  condenadas  por  las  autoridades



judiciales  de  uno  de  los  Estados  y  que  se  encuentren  en
territorio del otro.

 
ARTICULO 2

 
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 2° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
Darán  lugar  a  la  extradición  las  conductas  punibles,
independientemente de la denominación del delito, que según la
legislación de los Estados sean sancionadas con pena privativa
de la libertad no menor a un año.

 
 

ARTICULO 3
 

 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo  3°  del  Acuerdo  Bolivariano  de  Extradición  queda
derogado.

 
 

ARTICULO 4
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 4° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
No se accederá a la extradición de ninguna persona si el hecho
por el cual se pide se considera en el Estado requerido como
delito  político  o  hecho  conexo  con  él  y  ninguna  persona
entregada por cualquiera de los Estados contratantes al otro
será juzgada ni sancionada por ningún delito político ni por
ningún acto conexo con él.
 



Para  los  efectos  del  presente  Acuerdo,  no  se  consideran
delitos políticos:
 
a) Homicidio u otro delito violento contra la persona del Jefe
de Estado de uno de los Estados o de miembros de su familia;
 
b)  El  Genocidio,  según  se  contempla  en  los  Tratados  y
Convenciones Multilaterales de los cuales ambos Estados sean
parte;
 
c) Delitos con relación a los cuales ambos Estados tienen la
obligación,  en  virtud  de  algún  Acuerdo  Multilateral
Internacional, de extraditar a la persona solicitada o de
remitir el caso a sus autoridades competentes para que decidan
sobre su procesamiento.

 
 
 

ARTICULO 5
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 5° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
No será concedida la extradición:
 
a)  Cuando,  por  el  mismo  hecho,  la  persona  objeto  de  la
petición ya hubiera sido juzgada, amnistiada o indultada en el
Estado requerido;
 
b) Cuando la infracción penal por la cual es solicitada la
extradición fuera de naturaleza estrictamente militar;
 
c) Cuando el Estado requerido tuviera motivos fundamentados
para suponer que el pedido de extradición fue presentado con
la finalidad de perseguir o sancionar a la persona solicitada
por  motivos  de  raza,  religión,  nacionalidad  u  opiniones



políticas. Así mismo, como si tuviera motivos para suponer que
la situación de la misma estuviera agravada por tales motivos;
 
d) Cuando la conducta esté sancionada con pena privativa de la
libertad menor a un año;
 
e) Cuando según la Legislación del Estado requirente la acción
o la pena hubiere prescrito.

 
 
 
 

ARTICULO 6
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 6° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
La  solicitud  de  extradición  deberá  hacerse  por  la  vía
diplomática.

 
 
 

ARTICULO 7
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 7° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
Cuando la persona reclamada se hallare procesada o condenada
por el Estado requerido, este podrá diferir la entrega hasta
cuando el reclamado sea absuelto, indultado o haya cumplido la
condena o cuando haya cesado el motivo de su detención.

 
 
 
 



ARTICULO 8
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 8° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
El pedido de extradición será hecho por la vía diplomática
mediante presentación de los siguientes documentos:
 
a) Cuando se trate de una persona no condenada: Original o
copia de la orden de captura para el caso colombiano o del
mandato de detención para el caso peruano.
 
b) Cuando se trate de una persona condenada: Original o copia
certificada de la sentencia condenatoria y el certificado de
que la misma no fue totalmente cumplida, así como el tiempo
pendiente para su cumplimiento.
 
1. Las piezas o documentos presentados deberán contener la
indicación precisa del hecho imputado, la fecha y el lugar en
que  fue  cometido,  así  como  los  datos  necesarios  para  la
comprobación de la identidad de la persona reclamada. Deberán
también estar acompañadas de las copias de los textos de la
ley que tipifica la conducta o las conductas, así como de las
disposiciones legales relativas a la prescripción de la acción
penal o de la pena aplicados en el Estado requirente y de los
que fundamenten la competencia de este.
 
2.  El  Estado  requirente  presentará  la  solicitud  cuando
razonablemente considere que la persona solicitada ingresó o
permanece en el territorio del Estado requerido.
 
3. Si la documentación con la cual se formaliza el pedido de
extradición  estuviere  incompleta,  el  Estado  requerido
solicitará al Estado requirente que en el plazo de noventa
(90) días calendario, contados a partir de la fecha en que
recibió la petición, subsane las deficiencias observadas. Si



transcurrido dicho plazo no se completa la información y la
persona se encuentra detenida, esta quedará en libertad.
 
4. En lo no previsto en el presente Acuerdo, el procedimiento
de extradición se regirá por lo establecido en la Legislación
interna del Estado requerido.

 
 
 
 

ARTICULO 9
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 9° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
El  Estado  requirente  solicitará  en  caso  de  urgencia  la
detención preventiva de la persona solicitada, así como la
aprehensión de los objetos relativos al delito. El pedido
deberá indicar que sobre la persona solicitada pende una orden
de captura o de mandato de detención o una condena y deberá
señalar la fecha y los hechos que motiven el pedido, así como
el tiempo y el lugar de la comisión parcial o total de los
hechos, además de los datos que permitan la identificación de
la persona cuya detención se solicita.
 
Ejecutada la detención, el Estado requirente deberá formalizar
el pedido en el plazo de noventa (90) días calendario. En el
caso que no fuere formalizado el pedido en el plazo indicado,
la persona objeto de la petición será puesta en libertad y
solamente se admitirá un nuevo pedido de detención por el
mismo hecho, si son retomadas todas las formalidades exigidas
en este Acuerdo.
 
Igualmente, se dispondrá la captura de la persona solicitada
si se produce la formalización aun cuando no haya mediado
solicitud de captura o de detención preventiva.



 
La ubicación de la persona requerida se podrá hacer a través
de  la  Organización  Internacional  de  Policía  Criminal  –
Interpol.

 
 
 
 

ARTICULO 10
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo  10  del  Acuerdo  Bolivariano  de  Extradición  queda
derogado.

 
 
 

ARTICULO 11
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 11 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
El extraditado no podrá ser juzgado ni sancionado en el Estado
requirente sino por los hechos mencionados en la solicitud de
extradición ni tampoco ser entregado a otro Estado, a menos
que haya tenido en uno y otro caso la libertad de abandonar
dicho Estado durante un mes después de haber sido sentenciado,
de haber cumplido la pena o de haber sido indultado. En todos
estos  casos  el  extraditado  deberá  ser  advertido  de  las
consecuencias  a  lo  que  lo  expondría  su  permanencia  en  el
territorio de ese Estado.
 
El Estado requerido condicionará la entrega a la garantía
previa dada por el Estado requirente, por vía diplomática, a
la conmutación de la pena de muerte, en caso de ser esta la
aplicable para el delito que la motiva, a la no imposición de
las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación e



igualmente a condición de que al extraditado no se le someta a
desaparición forzada, a tortura ni a tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes.
 
En todo caso se garantizará el debido proceso a la persona
extraditada.
 
 

 
ARTICULO 12

 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo 13 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
Cuando la extradición de una persona fuera solicitada por más
de un Estado, se procederá de la siguiente manera:
 
a) Cuando se trate del mismo hecho, se dará preferencia al
pedido del Estado en cuyo territorio haya sido cometido el
delito;
 
b) Cuando se trate de hechos diferentes, se dará preferencia
al pedido del Estado en cuyo territorio haya sido cometido el
delito más grave;
 
c) Cuando se trate de hechos distintos, se dará preferencia al
Estado que lo solicitó en primer lugar, y
 
d) Corresponde al Estado requerido establecer el orden de
prelación cuando hubiere varias solicitudes de extradición.

 
 
 
 

ARTICULO 13
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el



artículo 15 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará
así:
 
Estarán a cargo del Estado requerido los gastos derivados del
pedido  de  extradición  hasta  el  momento  de  la  entrega  del
extraditado a los agentes debidamente acreditados del Estado
requirente,  quedando  a  cargo  de  este  todos  los  gastos
posteriores,  incluyendo  los  del  traslado.

 
 
 

ARTICULO 14
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el
artículo  16  del  Acuerdo  Bolivariano  de  Extradición  queda
derogado.

 
 
 
 

ARTICULO 15
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al
Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente
artículo:
 
La persona requerida podrá acceder por escrito y de manera
irrevocable  a  su  extradición  en  los  términos  en  que  fue
solicitada. Para tal efecto, la autoridad ante la cual queda a
disposición  le  informará  acerca  de  su  derecho  a  un
procedimiento formal y de la protección que este le brinda. El
Estado requerido podrá conceder la extradición sin que se
lleve a cabo el procedimiento formal en la medida en que se
cumplan los requisitos establecidos en los artículos 2° y 8°
del Acuerdo Bolivariano sobre Extradición en la forma como han
quedado modificados.

 



 
 
 

ARTICULO 16
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al
Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente
artículo:
 
La persona extraditada que, después de ser entregada por un
Estado  al  otro,  consiguiera  escapar  de  la  acción  de  la
justicia y retornar al territorio del Estado requerido, será
detenida  mediante  simple  solicitud  hecha  por  la  vía
diplomática y será entregada nuevamente, sin otra formalidad,
al Estado al cual ya le fue concedida la extradición.

 
 
 
 

ARTICULO 17
 
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al
Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente
artículo:
 
Las  controversias  que  surjan  entre  las  Partes  sobre  las
disposiciones  contenidas  en  el  presente  Acuerdo,  serán
resueltas mediante negociaciones diplomáticas directas.

 
 
 
 

ARTICULO 18
 
Siempre  que  en  el  Acuerdo  Bolivariano  de  Extradición  se
mencionen las expresiones “fugitivo”, “reclamado”, “preso” y
“Nación”,  se  entenderá  que  corresponden  a  las  expresiones



“solicitado”, “solicitado o requerido”, “capturado o detenido”
y “Estado”, respectivamente.

 
 
 
 

ARTICULO 19
 
El término de “tres meses” contenido en el artículo 14 del
Acuerdo  Bolivariano  de  Extradición  se  entenderá  que
corresponde al término de noventa (90) días calendario.

 
 
 
 

ARTICULO 20
 
Los artículos 12, 14, 17, 18 y 19 del Acuerdo Bolivariano de
Extradición del 18 de julio de 1911 se mantienen vigentes.

 
 
 
 

ARTICULO 21
 
El presente Acuerdo Modificatorio entrará en vigor en la fecha
de recibo de la segunda comunicación por la cual los Estados
Parte  se  notifiquen  el  cumplimiento  de  los  requisitos
previstos en su ordenamiento jurídico y se mantendrá en vigor
mientras esté vigente el Acuerdo Bolivariano de Extradición
del 18 de julio de 1911.
 
En fe de lo cual, se firma en la ciudad de Lima, Perú, a los
veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004).
 
 



Por el Gobierno de la República de Colombia, 
Carolina Barco.

 
Por el Gobierno de la República del Perú, 

Firma ilegible.
 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2005 

Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso
de la República para los efectos constitucionales.

 
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las

funciones del Despacho de la Ministra de Relaciones
Exteriores. 

(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez.
 
 
 

 
DECRETA:

 
Artículo 1. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú,
modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado
el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a
los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004).
 
 
 
Artículo 2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú,



modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado
el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a
los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004),  que  por  el  artículo  1º  de  esta  ley  se  aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.
 
 
 
Artículo 3. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.
 
 
 
 
 

Dada en Bogotá, D.C., a 10 de agosto de 2005. 
Presentado al honorable Congreso de la República por el
Ministro del Interior y de Justicia y el Ministro de

Relaciones Exteriores.
 

El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.

 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 

FernandoAraújo Perdomo.
 
 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2005 

Autorizado. Sométase a la consideración del Honorable Congreso
de la República para los efectos constitucionales.

 
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 



El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las
funciones del Despacho de la Ministra de Relaciones

Exteriores,
 (Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez.

 
 
 

 
DECRETA:

 
Artículo 1. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú,
modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado
el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a
los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004).
 
 
 
Artículo 2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú,
modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado
el 18 de julio de 1911”, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a
los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro
(2004),  que  por  el  artículo  1°  de  esta  ley  se  aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.
 
 
 
 
Artículo 3. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.
 
 
 



 
 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
Hernán Francisco Andrade Serrano.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Germán Varón Cotrino.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de

Representantes, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Comuníquese y cúmplase. 
 

Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional,
conforme al artículo 241-10 de la Constitución Política.

 Dada en Bogotá, D. C., a 5 de enero de 2009.
 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
 

El Ministro del Interior y de Justicia, 
Fabio Valencia Cossio.

 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 

Jaime Bermúdez Merizalde.
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LEY 1277 DE 2009 
(enero 5 de 2009)   

"Por medio de la cual se autoriza a la Asamblea Departamental
del Cauca para emitir la Estampilla Pro Salud Cauca".

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

Artículo 1. Autorizase a la Asamblea Departamental del Cauca
para que ordene la emisión de la estampilla Pro-Salud Cauca.

 

Artículo 2. El monto de la Estampilla Pro-Salud Cauca, será
hasta por la suma de trescientos veinticuatro mil (324.000)
SMMLV.

 

Artículo 3. El producido de los recursos provenientes de la
estampilla Pro-Salud Cauca se destinará para inversiones en
infraestructura  de  las  instituciones  de  salud  del  Cauca;
desarrollo, modernización y adquisición de nuevas tecnologías
en  las  áreas  de  laboratorio,  centros  de  diagnóstico,
informáticos y de comunicaciones; mantenimiento reparación de
equipos  de  las  distintas  unidades  de  los  centros

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1277-de-2009/


asistenciales; dotación de instrumentos; renovación del campo
automotor; actividades de investigación y capacitación, para
la promoción de programas y proyectos que beneficien a la
población  discapacitada  del  departamento  del  Cauca;
igualmente, podrá cubrir el excedente de facturación de los
hospitales de mediana y alta complejidad en la atención de la
población pobre no cubierta con subsidios de la demanda y
eventos  no  POS.  En  el  último  caso,  los  recursos  que  se
destinen para atender el rubro no podrán exceder el 40% del
recaudo total captado a través de la estampilla.

 

Artículo 4. Autorízase a la Asamblea Departamental del Cauca
para que  determinar las características, hechos económicos,
tarifas,  actos  administrativos  u  objetos  de  gravamen,
excepciones  y  todos  los  demás  asuntos  pertinentes  al  uso
obligatorio  de  la  estampilla  en  las  operaciones  que  se
realizan en el departamento. Las providencias que sobre la
materia expida la Asamblea Departamental del Cauca serán de
conocimiento del Gobierno Nacional, a través del Ministerio de
Hacienda y Crédito Público. 

Parágrafo.  El  gravamen  aplicable  a  los  hechos,  actos  y
objetos, será determinado por la Asamblea Departamental del
Cauca, pero en ningún caso podrá exceder del 3%.

 

Artículo 5. La obligación de adherir y anular la estampilla
autorizada mediante la presente ley estará a cargo de los
funcionarios del orden departamental que intervengan en los
actos, objetos y hechos materia del gravamen estipulado por la
Asamblea, mediante ordenanza.

 

Artículo 6. Los recaudas provenientes de la estampilla estarán
a cargo de la Secretaría de Hacienda Departamental, la cual



llevará  una  cuenta  con  destinación  especifica  de  estos
recursos para garantizar la financiación de los gastos a que
se refiere el artículo 3° de esta ley. 

Parágrafo  1.  Los  recursos  captados  por  la  estampilla
autorizada  en  la  presente  ley  serán  distribuidos,
equitativamente, atendiendo a las necesidades de los centros
asistenciales del departamento. 

Parágrafo  2.  Los  recursos  captados  por  la  Secretaría  de
Hacienda Departamental serán girados, dentro de los quince
(15) días calendario siguientes, a la oficina de recaudo de
las instituciones favorecidas.

 

Artículo 7. La Contraloría Departamental ejercerá el control y
vigilancia  fiscal  de  los  recursos  provenientes  de  la
estampilla  autorizada.

 

Artículo 8. La presente ley rige a partir de la fecha de su
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean
contrarias.

 

El Presidente del Honorable Senado de la República
Hernán Andrade Serrano

 
El secretario general del honorable senado de la república

Emilio Ramón OteroDajud
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes
German Varón Cotrino

 
El Secretario General de la Honorable Cámara de representantes

 



Jesús Alfonso Rodríguez Camargo
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 
 

Publíquese y cúmplase 
Dada en Bogotá, D. C.,   a los 5 días del mes de enero de 2009

 
 El Ministro de la Protección Social, 

Diego Palacio Betancourt
 

LEY 1276 DE 2009
LEY 1276 DE 2009

 
 

LEY 1276 DE 2009 
 

(enero 5 de 2009)
 

A través de la cual se modifica la Ley 687 del 15 de agosto de 2001 y se
establecen nuevos criterios de atención integral del Adulto Mayor en los Centros

Vida.
 
*Notas de vigencia*

 
Modificada por la Ley 1655 de 2013, publicada en el Diario Oficial No. 48852 de 15 de julio de 2013:

"Por la cual se modifica el literal f) del artículo 7° de la Ley 1276 de 2009".

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1276-de-2009/


 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
 

DECRETA:
 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto la protección a las personas
de la tercera edad (o adultos mayores) de los niveles 1 y 11 de Sisbén, a través de
los Centros Vida, como instituciones que contribuyen a brindarles una atención
integral a sus necesidades y mejorar su calidad de vida.
 
 
Artículo 2. Alcances. La presente ley aplica en todo el territorio nacional; en las
entidades territoriales de cualquier nivel, que a la fecha hayan implementado el
cobro de la estampilla y estén desarrollando programas que brinden los servicios
señalados en la presente ley. Los recursos adicionales generados en virtud de esta
ley, serán aplicados a los programas de adulto mayor, en los porcentajes aquí
establecidos.
 
 
Artículo 3. Modificase el artículo 1° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así:

Autorizase  a  las  Asambleas  departamentales  y  a  los  concejos  distritales  y
municipales para emitir una estampilla, la cual se llamará Estampilla para el
bienestar del Adulto Mayor, como recurso de obligatorio recaudo para contribuir
a la construcción, instalación, adecuación, dotación, funcionamiento y desarrollo
de  programas  de  prevención  y  promoción  de  los  Centros  de  Bienestar  del
Anciano y Centros de Vida para la Tercera Edad, en cada una de sus respectivas
entidades  territoriales.  El  producto  de  dichos  recursos  se  destinará,  como
mínimo, en un 70% para la financiación de los Centros Vida, de acuerdo con las
definiciones  de  la  presente  ley;  y  el  30%  restante,  a  la  dotación  y
funcionamiento de los Centros de Bienestar del Anciano, sin perjuicio de los
recursos adicionales que puedan gestionarse a través del sector privado y la
cooperación internacional.
 
Parágrafo. el recaudo de la Estampilla de cada Administración Departamental se
distribuirá en los distritos y municipios de su Jurisdicción en proporción directa al
número de Adultos Mayores de los niveles I y 11 del sisbén que se atiendan en



los centros vida y en los centros de bienestar del anciano en los entes Distritales
o Municipales.

*Notas Jurisprudenciales*

Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-503-14, según,

Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 
 
Artículo 4. Modificase el artículo 4° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 4°. El valor anual a recaudar, por la emisión de la estampilla a la cual
se refiere el artículo anterior, será como mínimo, en los siguientes porcentajes,
de acuerdo con la categoría de la entidad territorial:
 
Departamentos y Municipios de Categoría Especial y categoría 1° 2% del valor
de todos los contratos y sus adiciones.
 
Departamentos y Municipios de 2a. y 3a. Categorías: 3% del valor de todos los
contratos y sus adiciones.
 
Departamentos Municipios de 4a, 5a, y 6a, Categorías: 4% del valor de todos los
contratos y sus adiciones.

 
Artículo 5. Modificase el artículo 4° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así:

El  recaudo de la  estampilla  será aplicado,  en su totalidad,  a  la  dotación y
funcionamiento de los Centros de Bienestar del Anciano y de los Centros Vida
para  la  Tercera  Edad,  en  su  respectiva  jurisdicción,  de  acuerdo  con  las
definiciones de la presente ley.

 
Artículo  6.  Beneficiarios.  Serán  beneficiarios  de  los  Centros  Vida,  los  adultos
mayores de niveles I y 11 de Sisbén o quienes según evaluación socioeconómica,
realizada  por  el  profesional  experto,  requieran  de  este  servicio  para  mitigar
condiciones de vulnerabilidad, aislamiento o carencia de soporte social.
 
Parágrafo. Los Centros Vida tendrán la obligación de prestar servicios de atención



gratuita  a  los  ancianos  indigentes,  que  no  pernocten  necesariamente  en  los
centros, a través de los cuales se garantiza el soporte nutricional,  actividades
educativas, recreativas, culturales y ocupacionales y los demás servicios mínimos
establecidos en la presente ley.
 
 
Artículo 7. Definiciones. Para fines de la presente ley, se adoptan las siguientes
definiciones:
 
a)  Centro  Vida  al  conjunto  de  proyectos,  procedimientos,  protocolos  e
infraestructura física, técnica y administrativa orientada a brindar una atención
integral, durante el día, a los Adultos Mayores, haciendo una contribución que
impacte en su calidad de vida y bienestar.
 
b) Adulto Mayor. Es aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o
más. A criterio de los especialistas de los centros vida, una persona podrá ser
clasificada dentro de este rango, siendo menor de 60 años y mayor de 55, cuando
sus condiciones de desgaste físico, vital y psicológico así lo determinen.
 
c) Atención Integral.  Se entiende como Atención Integral al Adulto Mayor al
conjunto de servicios que se ofrecen al Adulto Mayor, en el Centro Vida, orientados
a  garantizarle  la  satisfacción  de  sus  necesidades  de:  alimentación,  salud,
interacción social,  deporte, cultura, recreación y actividades productivas, como
mínimo.
 
d) Atención Primaria al Adulto Mayor. Conjunto de protocolos y servicios que
se ofrecen al adulto mayor, en un Centro Vida, para garantizar la promoción de la
salud, la prevención de las enfermedades y su remisión oportuna a los servicios de
salud para su atención temprana y rehabilitación, cuando sea el caso. El proyecto
de atención primaria hará parte de los servicios que ofrece el Centro Vida, sin
perjuicio de que estas personas puedan tener acceso a los programas de este tipo
que ofrezcan los aseguradores del sistema de salud vigente en Colombia.
 
e) Geriatría. Especialidad médica que se encarga del estudio terapéutico, clínico,
social y preventivo de la salud y de la enfermedad de los ancianos.
 
f) Gerontólogo. *Modificado por la Ley 1655 de 2013, nuevo texto:* Profesional



de  la  salud,  titulado  de  instituciones  de  Educación  Superior  debidamente
acreditadas  para  esta  área  específica  del  conocimiento,  que  interviene  en  el
proceso  de  envejecimiento  y  vejez  del  ser  humano  como  individuo  y  como
colectividad,  desde  una  perspectiva  integral,  con  el  objetivo  de  humanizar  y
dignificar la calidad de vida de la población adulta mayor.
 
*Nota de vigencia*

 
Literal modificado por el artículo 1 de la Ley 1655 de 2013, publicada en el Diario Oficial No. 48852 de

15 de julio de 2013: "Por la cual se modifica el literal f) del artículo 7° de la Ley 1276 de 2009".

 
*Nota de vigencia*

 
f) Gerontólogo. Profesional de la salud especializado en Geriatría, en centros

debidamente acreditados, de conformidad con las normas vigentes y que
adquieren el conocimiento y las destrezas para el tratamiento de patologías de

los adultos mayores, en el área de su conocimiento básico (medicina, enfermería,
trabajo social, psicología, etc.).

 
g) Gerontología.  Ciencia interdisciplinaria que estudia el  envejecimiento y la
vejez teniendo en cuenta los aspectos biopsicosociales (psicológicos, biológicos,
sociales).
 
 
Artículo 8. Modificase el artículo 5° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así:
 
Responsabilidad.  El  Alcalde  municipal  o  distrital  será  el  responsable  del
desarrollo de los programas que se deriven de la aplicación de los recursos de la
estampilla y delegará en la dependencia afín con el manejo de los mismos, la
ejecución de los proyectos que componen los Centros Vida y creará todos los
sistemas de información que permitan un seguimiento completo a la gestión por
estos realizada.
 
Parágrafo.  Los distritos y municipios podrán suscribir  convenios con entidades
reconocidas para el manejo de los Centros Vida; no obstante, estos deberán prever
dentro de su estructura administrativa la unidad encargada de su seguimiento y



control como estrategia de una política pública orientada a mejorar las condiciones
de vida de las personas de tercera edad.
 
 
Artículo 9. Adopción. En el Acuerdo del Concejo municipal o distrital, en donde
se establezca la creación de la estampilla, se adoptarán las definiciones de Centros
Vida,  anteriormente  contempladas,  estableciendo  aquellos  servicios  que  como
mínimo, se garantizarán a la población objetivo, de acuerdo con los recursos a
recaudar y el censo de beneficiarios. 
 
Parágrafo 1. A través de una amplia convocatoria, las Alcaldías establecerán la
población beneficiaria, de acuerdo con los parámetros anteriormente establecidos,
conformando la base de datos inicial para la planeación del Centro Vida. 
 
Parágrafo 2. De acuerdo con los recursos disponibles y necesidades propias de la
entidad  territorial,  podrán  establecerse  varios  Centros  Vida,  estratégicamente
ubicados en el perímetro municipal, que operando a nivel de red, podrán funcionar
de  manera  eficiente,  llegando  a  la  población  objetivo  con  un  mínimo  de
desplazamientos.
 
 
Artículo 10. Veeduría Ciudadana. Los Grupos de Adultos Mayores organizados
y acreditados en la entidad territorial serán los encargados de efectuar la veeduría
sobre los recursos recaudados por concepto de la estampilla que se establece a
través de la presente ley, así como su destinación y el funcionamiento de los
Centros Vida.
 
 
Artículo 11. Modificase el artículo 6° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así:
Servicios mínimos que ofrecerá el Centro Vida. Sin perjuicio de que la entidad
pueda mejorar esta canasta mínima de servicios, los Centros Vida ofrecerán al
adulto mayor los siguientes:
 
1)  Alimentación  que  asegure  la  ingesta  necesaria,  a  nivel
proteicocalórico y de micro-nutrientes que garanticen buenas
condiciones de salud para el adulto mayor, de acuerdo con los
menús que de manera especial para los requerimientos de esta



población, elaboren los profesionales de la nutrición.
 
2) Orientación Psicosocial.  Prestada de manera preventiva a toda la población
objetivo, la cual persigue mitigar el efecto de las patologías de comportamiento
que surgen en la tercera edad y los efectos a las que ellas conducen. Estará a
cargo de profesionales en psicología y trabajo social. Cuando sea necesario, los
adultos mayores serán remitidos a las entidades de la seguridad social para una
atención más específica.
 
3) Atención Primaria en Salud. La cual abarcará la promoción de estilos de vida
saludable, de acuerdo con las características de los adultos mayores, prevención
de enfermedades, detección oportuna de patologías y remisión a los servicios de
salud cuando ello se requiera. Se incluye la atención  primaria, entre otras, de
patologías  relacionadas  con  la  malnutrición,  medicina  general,  geriatría  y
odontología, apoyados en los recursos y actores de la Seguridad Social en Salud
vigente en Colombia, en los términos que establecen las normas correspondientes.
 
4) Aseguramiento en Salud. Será universal en todos los niveles de complejidad,
incluyendo  a  los  adultos  mayores  dentro  de  los  grupos  prioritarios  que  define  la
seguridad social en salud, como beneficiarios del régimen subsidiado.
 
5) Capacitación en actividades productivas de acuerdo con los talentos, gustos y
preferencias de la población beneficiaria.
 
6) Deporte, cultura y recreación, suministrado por personas capacitadas.
 
7) Encuentros intergeneracionales, en convenio con las instituciones educativas
oficiales.
 
8) Promoción del trabajo asociativo de los adultos mayores para la consecución de
ingresos, cuando ello sea posible.
 
9) Promoción de la constitución de redes para el apoyo permanente de los Adultos
Mayores.
 
10) Uso de Internet, con el apoyo de los servicios que ofrece Compartel, como
organismo de la conectividad nacional.



 
11) Auxilio Exequial mínimo de 1 salario mínimo mensual vigente, de acuerdo con
las posibilidades económicas del ente territorial.
 
Parágrafo 1. Con el propósito de racionalizar los costos y mejorar la calidad y
cantidad de los servicios ofrecidos, los Centros. Vida podrán firmar convenios con
las  universidades  que  posean  carreras  de  ciencias  de  la  salud  (medicina,
enfermería, odontología, nutrición, trabajo social, psicología, terapias, entre otras);
carreras  como  educación  física,  artística;  con  el  Sena  y  otros  centros  de
capacitación que se requieran.
 
Parágrafo 2. En un término no mayor de 2 meses de promulgada la presente ley, el
Ministerio de la Protección Social establecerá los requisitos mínimos esenciales que
deberán acreditar los Centros Vida, así como las normas para la suscripción de
convenios docentes-asistenciales.
 
 
Artículo 12. Organización. La entidad territorial organizará los Centros Vida, de
tal  manera que se asegure su funcionalidad y un trabajo interdisciplinario  en
función de las necesidades de los Adultos Mayores; contará como mínimo con el
talento  humano  necesario  para  atender  la  dirección  general  y  las  áreas  de
Alimentación, Salud, Deportes y Recreación y Ocio Productivo, garantizando el
personal que hará parte de estas áreas para asegurar una atención de alta calidad
y  pertinencia  a  los  Adultos  Mayores  beneficiados,  de  acuerdo  con  los  requisitos
que establece para, el talento humano de este tipo de centros, el Ministerio de la
Protección Social.
 
 
Artículo  13.  Financiamiento.  Los  Centros  Vida  se  financiarán  con  el  70%  del
recaudo proveniente de la estampilla municipal y departamental que establece la
presente ley; de igual manera el ente territorial podrá destinar a estos fines, parte
de los recursos que se establecen en la Ley 715 de 2001, Destinación de Propósito
General y de sus Recursos Propios, para apoyar el funcionamiento de los Centros
Vida, los cuales podrán tener coberturas crecientes y graduales, en la medida en
que las fuentes de recursos se fortalezcan.
 
Parágrafo. La atención en los Centros Vida, para la población de Niveles I y 11 de



SISBEN, será gratuita; el Centro podrá gestionar ayuda y cooperación internacional
en  apoyo  a  la  tercera  edad  y  fijar  tarifas  mínimas  cuando  la  situación
socioeconómica del Adulto Mayor, de niveles socioeconómicos más altos, así lo
permita, de acuerdo con la evaluación practicada por el profesional de Trabajo
Social. Estos recursos solo podrán destinarse, al fortalecimiento de los Centros
Vida de la entidad territorial.
 
 
Artículo  14.  La  presente  ley  hará  parte  integral  de  las  políticas,  planes,
programas  o  proyectos  que  se  elaboren  en  apoyo  a  los  adultos  mayores  de
Colombia.
 
 
Artículo 15. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga
los apartes de otras leyes, normas o reglamentos que le sean contrarias. 
 

 
El Presidente del Honorable Senado de la República

Hernán Andrade Serrano
 

El secretario general del honorable senado de la república
Emilio Ramón Otero Dajud

 
El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes

German Varón Cotrino
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de representantes
 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo
  

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL  
 

Publíquese y cúmplase 
Dada en Bogotá, d.c., a los 5 días del mes de enero de 2009

  
El Ministro de la Protección Social

 Diego Palacio Betancourt 



LEY 1275 DE 2009
LEY 1275 DE 2009

 

 

 LEY 1275 DE 2009 
(enero 5 de 2009)  

"por medio de la cual se establecen lineamientos de  política
pública nacional para las personas que presentan enanismo y se

dictan otras disposiciones".

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto declarar
como personas en condición de discapacidad a las personas que
presentan  enanismo  y  establecer  lineamientos  de  política
pública nacional, con el fin de promover la inclusión social,
el bienestar y desarrollo integral de las personas que lo
presentan, garantizar el ejercicio pleno y efectivo de sus
Derechos Humanos y crear las bases e instrumentos que les
permitan participar de manera equitativa en la vida económica,
cultural, laboral, deportiva, política, social, educativa del
país. 

Parágrafo. Las personas que presentan enanismo, gozarán de los
mismos  beneficios  y  garantías  contempladas  en  las  leyes

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1275-de-2009/


vigentes, otorgadas a favor de la población en condición de
discapacidad.

 

Artículo  2.  Definición.  Para  efectos  de  la  presente  ley,
enanismo se define como el trastorno del crecimiento de tipo
hormonal o genético, caracterizado por una talla inferior a la
medida de los individuos de la misma especie y raza.

 

Articulo 3. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará
en los   instrumentos de ordenamiento territorial, urbanístico
y arquitectónico mediante los cuales se promueva la supresión
o modificación de barreras que impidan el fácil acceso y el
libre desplazamiento de las personas que presentan enanismo.  

Parágrafo. Para efectos de la aplicación de la presente ley el
ordenamiento  territorial,  urbanístico  y  arquitectónico  hace
referencia a la construcción y readaptación delamueblamiento
público urbano.

 

Artículo 4. Principios. La presente ley se regirá bajo los
principios  de  participación,  corresponsabilidad,  equidad,
transversalidad y solidaridad con las personas que presentan
enanismo.

 

Artículo  5.  La  política  pública  para  las  personas  que
presentan  enanismo  se  fundamentará  en  las  estrategias  de
promoción, habilitación y rehabilitación de las mismas en el
territorio nacional.

 

Artículo 6. Líneas de acción de la Política Pública Nacional



para las personas que presentan enanismo. 

a) Construir y adecuar el amueblamiento público urbano como
edificios,  transporte,  vías,  parques,  centros  comerciales,
teatros,  teléfonos,  centros  educativos  y  similares,  para
facilitar el desplazamiento y el fácil acceso de las personas
que presentan enanismo; 

b)  Crear  el  registro  nacional  de  personas  con  enanismo  y
establecer los mecanismos para su permanente actualización;

c)  Promover  la  inclusión  social  efectiva,  la  convivencia
pacífica  y  la  democracia,  eliminando  toda  forma  de
discriminación y maltrato con las personas con enanismo; 

d) Impulsar su acceso y permanencia a la educación, el empleo,
la  salud,  a  un  medio  ambiente  sano,  la  capacitación,  la
recreación y el deporte, la cultura y el turismo; 

e)  Fomentar  proyectos  productivos  mediante  la  creación  de
programas  dirigidos  específica  mente  a  brindarles
oportunidades  laborales;  

f) Estimular estudios e investigaciones, conjuntamente con la
academia y los sectores público y privado relacionados con el
tema de enanismo; 

g) Fortalecer e impulsar el derecho a la asociación de las
personas con enanismo; 

h) Promover el interés del cuerpo médico relacionado con las
diferentes formas de enanismo, buscando la adecuada y oportuna
prestación de tratamientos médicos y psicológicos; 

i)  Desarrollar  políticas,  programas  de  capacitación,  y
proyectos que favorezcan el progreso integral y la realización
personal  de  los  niños,  las  niñas,  los  adolescentes,  las
personas adultas y las personas mayores con enanismo. 

j) Impulsar la creación del Centro nacional de referencia para



el enanismo en Colombia, para centralizar todo lo relacionado
con salud y atención médica y garantizar tratamientos médicos
adecuados para las personas con enanismo.

 

Artículo  7.  Responsabilidades  frente  al  desarrollo  e
implementación de la Política. La formulación e implementación
de  la  política  pública  nacional  para  las  personas  que
presentan enanismo, la cual se desarrollará en el marco de la
Política  Pública  Nacional  de  Discapacidad,  será
responsabilidad del Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio
de  la  Protección  Social  y  el  Departamento  Administrativo
Nacional de Estadísticas – DANE, quien articuladamente con
entidades  del  orden  nacional,  territorial  e  internacional,
velará por el desarrollo, cumplimiento, continuidad y control
de  los  lineamientos,  principios  y  demás  disposiciones
contenidas  en  la  presente  ley.

 

Artículo 8. Informe de gestión. El Gobierno Nacional en cabeza
del Ministerio de la Protección Social rendirá un informe
anual  a  las  Comisiones  Séptimas  de  Senado  y  Cámara  del
Congreso de la República para verificar el cumplimiento y los
avances de la Política Pública Nacional para las personas con
enanismo.

 

Artículo  9.  Diseño,  implementación,  difusión  y  promoción.
Corresponde al Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses
siguientes a la expedición de la presente ley, garantizar el
diseño, la implementación, promoción y difusión de la Política
Pública Nacional para las personas que presentan enanismo.

 

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de la



fecha de su publicación.

 

El Presidente del Honorable Senado de la República
Hernán Andrade Serrano

 
El secretario general del honorable senado de la república

Emilio Ramón OteroDajud
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes
German Varón Cotrino

 
El Secretario General de la Honorable Cámara de representantes

 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
 
 

Publíquese y cúmplase 
Dada en Bogotá, D.C., a los 5 días del mes de enero de 2009

 
El Ministro de la Protección Social, 

Diego Palacio Betancourt


